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No obstante, para evitar confusiones a este respecto, en las Resoluciones formuladas a los Ayuntamientos en 
las quejas referidas distinguíamos estos supuestos de las contrataciones laborales que se vienen realizando en 
el ámbito de la Administración Local para la prestación de servicios de interés general y social, en el marco de 
programas de inserción laboral, que presentan algunas particularidades (entre las que se encuentra estar en 
situación de desempleo o empadronado en un determinado municipio) respecto a los requisitos generales de 
acceso al empleo público, antes expuestos. En las resoluciones formuladas en las quejas 19/2789 y 19/5540 
desarrollamos con mayor amplitud este aspecto.

Por todo ello, concluimos considerando que la inclusión de estar empadronado en un determinado municipio 
o en situación de desempleo entre los requisitos o méritos para acceder a una Bolsa de Trabajo o un empleo 
público, permanente o temporal, en cualquier Administración pública sería contraria a las disposiciones 
vigentes en esta materia al carecer de una justificación objetiva y razonable y de relación inmediata con el 
contenido funcional de los posibles puestos a ocupar, vulnerándose con ello los principios constitucionales 
que rigen en este ámbito. Recomendamos, en consecuencia, la supresión de dichos requisitos o méritos de las 
bases de las convocatorias de acceso al empleo público de las Entidades Locales que así los habían incluido.

1.5.2.6.  Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de los 
empleados públicos

1.5.2.6.1. Posible discriminación por no poder acceder al Premio de Jubilación

En esta Institución se han venido recibiendo numerosas quejas presentadas, especialmente, por personal 
docente de la Consejería de Educación y Deporte, jubilado y próximo a la jubilación, por la discriminación 
que consideran que están sufriendo al no poder acceder al premio de jubilación, a diferencia de lo que 
ocurre con el personal funcionario y laboral de la Administración General de la Junta de Andalucía que sí 
lo tienen reconocido.

Ante esta situación, se iniciaron quejas de oficio a fin de conocer las previsiones que se pudieran tener por 
parte de la Administración para el acceso al premio de jubilación de dicho personal.

Tras la confirmación de las Consejerías competentes de que, de momento, no estaba previsto el 
reconocimiento de este premio a dicho personal, pusimos de manifiesto a las mismas que en el ámbito del 
empleo público se incluyen una serie de actuaciones de diverso tipo que tienen por objeto proteger a los 
empleados públicos y que se vinculan con el hecho de estar prestando servicios en una Administración 
Pública.

Medidas, entre las que se incluyen los denominados premios de jubilación que, desde los años 2003 y 2018 
están reconocidos, respectivamente, para el personal funcionario y laboral de la Administración General de 
la Junta de Andalucía a diferencia de lo que ocurre con otros colectivos de personal de dicha Administración 
que no tienen reconocido este derecho en la normativa específica por la que se rigen.

No obstante, en virtud de la norma básica en materia de función pública de aplicación a todos los empleados 
públicos, a dicho personal también le resultaría de aplicación el régimen general de derechos previstos en 
el EBEP, respetando, en su caso, la normativa específica aplicable al mismo, y las características propias del 
servicio público en los que han de desempeñar sus cometidos profesionales.

Este planteamiento que incorpora la norma básica en materia de empleo público ha supuesto un importante 
cambio en la ordenación de la función pública, ya que todo aquello que debe ser común al personal que preste 
sus servicios en una Administración Pública, con independencia de la naturaleza del vínculo jurídico que 
mantenga con la Administración, pasa a configurarse como objeto del estatus esencial de empleado público 
garantizado por el propio EBEP.

Es por ello que el no reconocimiento del premio de jubilación aún cuando no contraviene la legalidad vigente 
al no haberse reconocido hasta ahora este premio a dicho personal en su correspondiente normativa, y 
correspondientes Mesas de negociación, debería adecuarse a la nueva configuración del régimen estatutario 
de los empleados públicos, que surge con la aprobación del EBEP como norma básica de referencia en esta 
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materia, y que va a permitir someter a todos los empleados públicos a una misma regulación en aspectos 
esenciales de su régimen jurídico, sin perjuicio de las especificidades propias de cada colectivo.

Esta naturaleza pública, común a todos los colectivos de empleados públicos, implica su sujeción, además 
de a los principios constitucionales que rigen en este ámbito, a normas de Derecho Público también 
aplicables a todo el personal que, no sólo configuran un estatus similar de derechos individuales y colectivos, 
sino que también los modulan, de forma unitaria, en situaciones como ha sido la de la reciente crisis 
económica en la que, como es notorio, a todos los colectivos de empleados públicos, por igual, se les han 
aplicado las suspensiones y limitaciones al disfrute de los mismos.

Ante estas circunstancias, en el caso de derechos de contenido social, como sería el premio de jubilación 
-que, como hemos dicho, no tiene consideración de complemento salarial-, dejaría de tener sentido seguir 
distinguiendo entre los distintos colectivos de empleados públicos de una misma Administración para 
referirse al estatus de derechos inherentes a la actividad pública que desempeñan en esa Administración 
en función del vínculo que los une con la misma.

Por todo ello, consideramos que por parte de los órganos competentes de la Administración de la Junta 
de Andalucía se deberían adoptar las medidas que procedan para incluir en la correspondientes Mesas 
de Negociación del personal docente y sanitario el reconocimiento del Premio de Jubilación para estos 
colectivos de empleados públicos, a fin de posibilitar la efectiva equiparación en el acceso a derechos 
comunes y equilibrio entre los colectivos de empleados públicos de la Junta de Andalucía, en el marco de 
las normas y criterios presupuestarios que resulten de aplicación.

1.5.2.6.2. Impedimentos para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral

Entre las quejas tramitadas en el año 2021 relacionadas con el derecho de los empleados públicos a la 
conciliación de la vida personal y familiar, caben destacar la queja 20/0931 y la queja 20/1099 promovidas 
por personal docente ante la negativa de la Consejería de Educación y Deporte a diferir el disfrute del permiso 
de paternidad que les había sido reconocido al haberse producido un cese y un nuevo nombramiento como 
funcionario interino tras el reconocimiento inicial del derecho al mismo.

Para dar cumplimiento a los mandatos constitucionales y estatutarios, a fin de garantizar el derecho a la 
igualdad de toda la ciudadanía, se han venido adoptando en los diferente ámbitos territoriales y sectoriales 
distintas normas que persiguen la consecución de la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres. 
Dichas normas promueven la promoción de la conciliación de la vida personal y familiar y el principio de 
corresponsabilidad entre ambos progenitores, elementos ambos esenciales para el cumplimiento del principio 
de igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los ámbitos.

En este marco, la normativa reguladora del permiso de paternidad, tanto estatal como autonómica, es de 
aplicación a todo el personal de la Junta de Andalucía sin excepción y, por tanto, al personal docente que 
presta sus servicios en la Consejería de Educación y Deporte. Los criterios de aplicación de esta normativa 
en dicho ámbito se determinan en las Instrucciones que, a estos efectos, se han adoptado por la Dirección 
General del Profesorado y Gestión de Recursos Humanos.

Y, en base a dicha normativa, si bien en estos casos se produce una interrupción de la relación funcionarial 
entre el interesado y la citada Consejería al producirse el cese del funcionario interino, cuando esta se 
restablece consideramos que, al encontrarse dentro del plazo legal que posibilita el disfrute del permiso de 
paternidad que se había reconocido por esa misma Administración, no puede denegarse a estos funcionarios 
el disfrute del derecho de paternidad reconocido.

Para ello, debe tenerse en cuenta que dicha situación es consecuencia de las peculiaridades propias de 
la función pública docente, como consecuencia del funcionamiento del servicio público educativo, y de 
la que no puede colegirse la exclusión del disfrute de un derecho a un empleado público que ya lo tenía 
reconocido por esa misma entidad pública, con la que un mes después reanuda su relación funcionarial y 
que debe considerarse vinculada por sus propios actos.
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En este sentido, para que no existan dudas sobre el alcance de la situación protegida con esta situación, 
y dada la integración de estos funcionarios en el Régimen General de la Seguridad Social, nos remitimos a 
la regulación contenida en el art. 284.1 de la Ley General de la Seguridad Social. Dicha regulación pone de 
manifiesto el sentido y alcance de la situación protegida a través del establecimiento de las correspondientes 
prestaciones y permisos, y que no es otro que facilitar el cuidado del menor durante sus primeros doce 
meses de vida posibilitando la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. Regulación que resulta 
más clara aún con respecto a las prestaciones y permisos en razón de maternidad previstos en el EBEP y 
cuyo disfrute se sigue respetando, también en el ámbito de esta Consejería, en supuestos de hecho similares 
al de la presente queja.

Por todo ello, recomendamos a la Consejería de Educación y Deportes que se promueva la adopción de las 
medidas que procedan para que se pueda disfrutar el permiso del progenitor diferente de la madre biológica 
por nacimiento, guarda con fines de adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija, previsto en el art. 
49.c) del EBEP, que se hubiera reconocido al personal docente interino de dicha Consejería por los órganos 
competentes para ello, en los casos en que se produzca cese y posterior nombramiento del mismo dentro 
del plazo establecido para disfrutar de dicho permiso, y siempre que se sigan cumpliendo los requisitos 
legalmente establecidos para su reconocimiento.

1.5.2.6.3. Reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios perfeccionados en más de un 
grupo por aplicación del art. 46 de la Ley 6/1985

Ante el no reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios completados en más de un grupo, por el 
valor del grupo superior, en contra de lo recomendado en la Resolución formulada en la queja 19/0739 a 
la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, y que fue aceptada por la Viceconsejería de 
Presidencia, Administración Pública e Interior, se promovió la apertura de la queja 21/0014.

En la Resolución que se dirigió a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública en el curso de 
la tramitación de la queja 19/739, poníamos de manifiesto que la actuación seguida por dicha Administración 
en relación con la no aplicación retroactiva a los trienios completados en más de un grupo, por el valor del 
grupo superior, cuando se hubieran solicitado con anterioridad a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019 
de dicha Dirección General, afectaba a los principios de legalidad, jerarquía normativa, seguridad jurídica e 
igualdad. Y que, en cualquier caso, las consecuencias de la interpretación mantenida por esa Administración, 
hasta entonces, habían supuesto un perjuicio evidente para aquellos empleados públicos que habían solicitado 
el reconocimiento de trienios devengados en más de un grupo con anterioridad a la fecha de aprobación de 
la Instrucción 1/2019 y no se les había reconocido en el grupo superior por ese motivo.

Asimismo, señalábamos que, en atención a las circunstancias que concurren en este asunto, cuando la 
Administración se plantea el cambio de criterio para restablecer los principios constitucionales de garantía 
jurídica, debía también valorar los efectos desfavorables que se han producido a los interesados afectados por 
la interpretación que venía manteniendo y considerar qué medidas se pueden adoptar para contrarrestarlos. 
Y que, desde luego, no es la de perpetuar el perjuicio ocasionado a los interesados negando cualquier 
posibilidad de retrotraer los efectos favorables de ese cambio de criterio para los empleados públicos que 
hubieran visto afectados sus legítimos derechos por la interpretación errónea de la Administración.

En dicha consideración, obviamente, iba implícita nuestra recomendación para que, en el marco legal 
vigente, se adoptaran las medidas que se consideraran más procedentes para que al personal funcionario 
que se le hubiera reconocido erróneamente los trienios devengados en más de un grupo con anterioridad 
a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019, aplicándole una norma legal que no procedía, se le pudiera 
revisar dicha decisión y contrarrestar los efectos desfavorables ocasionados por la misma.

Sin embargo, ni la redacción que finalmente se ha dado al apartado Segundo de la Instrucción 1/2019, ni la 
del Cuarto de la Instrucción 1/2020, ni el contenido de la nota aclaratoria de la Subdirección de Ordenación 
y Regulación de esa Dirección General, consideramos que van en esa dirección, sino en la contraria, al 
perpetuar estos efectos desfavorables consecuencia de la aplicación errónea por esa Administración de 
una norma que no procedía, y que así lo ha reconocido.
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